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RESUMEN 

 

La presente investigación pretende demostrar la inconstitucionalidad del 

artículo 77 de la Ley de Hidrocarburos, debido a que el mismo remite a la 

imposición de sanciones ante la comisión de infracciones previstas en los 

reglamentos de la actividad hidrocarburífera, mismas que solamente puede ser 

realizadas mediante ley. En este sentido, la Constitución de la República de 

Ecuador, reconoce la potestad sancionadora de la Administración Pública, en 

caso de la ocurrencia de infracciones administrativas, no obstante, en el 

artículo 132, numeral 2, esta potestad se encuentra sujeta a los límites de la 

―reserva de la Ley‖ como un principio constitucional concatenado con el 

principio de legalidad. 

 

Para analizar la inconstitucionalidad, se expone el caso del Acto Administrativo 

Nro. 031-2017-Sd-Dl emitido por la Agencia de Regulación y Control 

Hidrocarburifero. 

 

 

 

 

  



 
 

  

ABSTRACT 

 

The present investigation seeks to analyze if the administrative administrations 

imposed by the Hydrocarbons Regulation and Control Agency are legally valid, 

based on the regulatory provisions delegated by law. 

 

In this sense, the Constitution of the Republic of Ecuador recognizes the 

sanctioning power of the Public Administration, in the case of the occurrence of 

administrative infractions, however, this power is subject to the limits of the 

"reservation of the Law" as a constitutional principle concatenated with the 

principle of legality. 

 

The principle of legality in the sanctioning area implies the recognition of the 

sanctioning power with a norm with a range of law, and that is found in the 

wording of the legend. 
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Introducción  

 

El ensayo tiene como objetivo demostrar que las multas impuestas por la 

Agencia de Regulacion y Control Hidrocarburífero – ARCH- con base en el 

artículo 77 de la Ley de Hidrocarburos, a distribuidores de combustibles, son 

inconstitucionales, en razón de la violación al principio de reserva de ley. 

 

 La Constitución establece la reserva de la ley para determinar la debida 

proporcionalidad entre infracciones y sanciones. Por su parte, la Ley de 

Hidrocarburos remite al Reglamento aplicable por la Agencia de Regulación y 

Control Hidrocarburífero establece sanciones administrativas a los 

distribuidores de combustible. Dicha remisión legal permite abrir expedientes 

administrativos sancionatorios con fundamento en normas reglamentarias, lo 

cual genera de manera práctica, el problema de investigación.  

 

La inconstitucionalidad radica en las funciones sancionatorias otorgadas a la 

Agencia de Regulación Hidrocarburífero, mediante un reglamento el cual 

claramente se encuentra viciado de nulidad por incumplir el principio de reserva 

de ley de una norma superior, la cual es la tipificada en la Constitución de la 

República del Ecuador. 

 

 Con la investigación se logrará determinar la inconstitucionalidad de la 

determinación de infracciones a distribuidores de combustible, tipificado en el 

Reglamento de la Agencia de Regulación y Control Hidrocarburífero (ARCH) a 

los distribuidores de combustible.  

 

Además el tema permitirá establecer la supremacía que tiene la ley al momento 

de aplicar sanciones frente a un reglamento al que equivocadamente se le ha 

entregado el mismo poder sancionatorio; los beneficios del estudio de las 

infracciones y sanciones permitirá establecer una política más efectiva para 

sancionar, sin afectar la seguridad jurídica del Estado, la Constitución de la 

República y los derechos de los distribuidores de combustible.  
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 Los resultados de la investigación contribuirán a que las sanciones impuestas 

en el futuro, con fundamento en disposiciones reglamentarias, a los 

distribuidores de combustibles sean aplicadas con fundamento en la ley; y 

también, sea causa de análisis la proporcionalidad de las sanciones.  

 

Es así que el objetivo que se ha planteado en la investigación es demostrar que 

las multas impuestas por la Agencia de Regulación Hidrocarburifero - ARCH - a 

distribuidores de combustible son inconstitucionales en razón del principio de 

reserva de ley , para ello se ha planteado como objetivos específicos: 

establecer la afectación de la seguridad jurídica que causa el Reglamento de la 

Agencia de Regulación y Control Hidrocarburífero del Principio de Reserva de 

Ley; determinar la proporcionalidad de las sanciones tipificadas en la Ley de 

Hidrocarburos y el Reglamento de la Agencia de Regulación y Control 

Hidrocarburifero que fueron aplicadas al Expediente Administrativo Nro. 031- 

2017-SD-DL de la Agencia de Regulación y Control Hidrocarburifero de 4 

Octubre de 2017 y, finalmente establecer la afectación de la Seguridad Jurídica 

que causa el Reglamento de la Agencia de Regulación y Control 

Hidrocarburifero.  

 

La metodología utilizada parte de un estudio interpretativo de las normas 

constitucionales legales y reglamentarias, además de un estudio de la doctrina 

pertinente sobre los principios de legalidad, proporcionalidad y finalmente un 

estudio de caso.  

 

El desarrollo de la investigación está estructurada en un primer apartado 

analizando el principio de jerarquía, proporcionalidad y reserva de ley, 

considerando temas como la jerarquía normativa, la delegación legislativa, el 

principio de proporcionalidad y el principio de reserva legal. En un segundo 

apartado se analiza el régimen sancionatorio de las comercializadoras de 

combustibles, partiendo del artículo 77 de la Ley de Hidrocarburos, los 

reglamentos derivados de dicho reglamento, además de analizar la Agencia de 

Regulación y Control de Hidrocarburos, el Régimen Sancionatorio y la 3 
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comercialización de combustibles y agentes de comercialización. Finalmente 

en un tercer apartado se analiza cómo caso el acto administrativo Nro. 031- 

2017-SD-DL, emitido por la Agencia de Regulación y Control Hidrocarburífero y 

se realiza el análisis crítico del mismo.  

 

           1. Principio de jerarquía, proporcionalidad y reserva de ley  

 

De conformidad con el tema objeto de estudio se realiza un análisis de los 

distintos alcances normativos dentro del derecho administrativo, tomando en 

cuenta los aspectos de la jerarquía normativa y la delegación administrativa, 

conceptos que serán analizados en este capítulo, para establecer la forma en 

la cual el principio de reserva legal puede concurrir con las disposiciones o 

potestades reglamentarias. 

 

1.1 Jerarquía normativa 

 

Existe un orden que establece la forma en la cual deben aplicarse las 

normativas existentes, en este caso Kelsen ha señalado que la Constitución es 

la primera normativa a la cual debe dársele aplicación en el ordenamiento 

jurídico. En segundo lugar, la ley, la cual emana del poder legislativo, está 

sujeta a los parámetros constitucionales. En forma posterior, se debe dar 

cumplimiento a lo previsto en los reglamentos emitidos por la Administración, 

los cuales son de carácter general (Kelsen, 1982, p. 232). 

 

Es el caso que, la referida clasificación normativa, se atribuye al principio de 

división de poderes en el Estado de Derecho. Según lo señala el autor García 

de Enterría (2005) ―el reglamento no puede presentarse como una voluntad de 

la comunidad, porque la Administración no es un representante de la 

comunidad, es una organización servicial de la misma, lo cual resulta algo en 

esencia distinto‖ (p. 182)..  
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Tomando en cuenta que el Reglamento es un instrumento jurídico de menor 

jerarquía que la ley, es entendible que éste no tenga la potestad de derogar 

leyes previamente establecidas, asimismo, se debe destacar que existen 

materias que únicamente pueden ser reguladas por la ley, en los cuales los 5 

reglamentos no tienen cabida dentro del ordenamiento jurídico (Montalvo, 

2014, p. 44). 

A nivel Constitucional se establece el orden según el cual se deberán aplicar 

las normativas previstas en el ordenamiento jurídico ecuatoriano, cuando 

establece: 

 

―[…] la Constitución; los tratados y convenios internacionales; las 

leyes orgánicas; las leyes ordinarias; las normas regionales; las 

ordenanzas distritales; los decretos y reglamentos; las ordenanzas; 

los acuerdos y las resoluciones; y los demás actos y decisiones de 

los poderes públicos.‖ (Constitución, 2008, art. 425). 

 

Como puede observarse, los ―decretos y reglamentos‖ se les atribuye la misma 

jerarquía, esto se debe en gran medida a que ambos instrumentos legales son 

emitidos por el Presidente de la República, sin embargo, es pertinente acotar 

que el origen de dichos instrumentos obedecen a razones legales distintas 

 

1.2 Delegación legislativa 

 

Sostiene Bielsa (1952) que ―hay delegación cuando a una persona o a un 

órgano se remite una atribución, misión o encargo para hacer lo que el 

delegante debería hacer, pero que por razones de conveniencia o de 

necesidad no hace‖ (p. 255). En este sentido, se establece que la referida 

definición supone la existencia de dos entes administrativos, de un objeto 

delegado y una causa que lo justifique. 

 

En líneas generales, las leyes delegadas son aquellos ―actos que revisten la 

forma de decretos del jefe de Estado –es decir, del Presidente u órgano 
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ejecutivo– y tienen la eficacia de las leyes formales, emanados del gobierno en 

base a una delegación recibida de los órganos legislativos‖ (Gómez, 1986, p. 

298). En virtud de lo anterior, se puede sostener que la delegación 

administrativa consiste en una autorización conferida por el poder legislativo 6 

hacia el poder ejecutivo, para que esta última emita una disposición legal que 

previamente fue regulada por el poder legislativo.. 

 

Ahora bien, se ha sostenido que la delegación legislativa soporta una 

transmisión del rango de la norma delegante y se ha llegado a afirmar que si el 

legislador delega el desarrollo de una ley, la norma delegada adquiere el 

mismo rango de la norma delegante en el ordenamiento jurídico. (Zavala, 2002, 

p. 269). 

 

La delegación legislativa consiste en que el Poder Legislativo otorga delegación 

al Poder Ejecutivo para que expida regulaciones sobre cuestiones con alto 

contenido técnico sobre ciertas materias en busca de cumplir las obligaciones 

legales para que exista una regulación apropiada sobre determinados ámbitos 

del Derecho, en especial cuando se trata de situaciones extraordinarias. 

(Moreira, 2003, p. 72). 

 

Una de las especies de delegación legislativa es la remisión, que se produce 

cuando se establece que "una Ley remite a una normación ulterior que ha de 

elaborar la Administración, aunque sin asumir como propio su contenido, la 

determinación de ciertos elementos normativos que complementan la 

ordenación que la propia Ley delegante establece‖ (Zavala, 2002, p 272). La 

naturaleza jurídica propia de la remisión, como una de las especies de 

delegación legislativa, genera los siguientes efectos::  

 

―1. En la remisión hay un reenvío formal por el cual el contenido del 

acto reenviado permanece extraño a la voluntad reenviante, por ello 

es solo formal. No se apropia la norma reenviante del contenido de 

la norma reenviada.  
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2. El fenómeno de la remisión a la norma reenviada la posibilidad de 

regular un supuesto contemplado por la reenviante.  

3. En el reenvío formal (remisión) el legislador quiere, no el 

contenido de la norma llamada, sino la aplicación de ésta como tal y 

en cuanto tal; una vez emanada la norma de reenvío formal la 

función del legislador reenviante ha concluido; cuanto viene 

después, y concretamente la determinación del contenido concreto 

de la norma llamada, es ya extraño a la norma de reenvío‖ (Zavala, 

2002, p. 274). 

La remisión entrega una competencia normativa a la Administración, que ésta 

puede ejercer como propia en adelante. No obstante, la ley cuenta con la 

potestad reglamentaria originaria y cuya fuente es la Constitución. La 

Administración tiene, pues, poder propio y general, previo a la ley remitente, 

para complementar todas las leyes e incluso para regular el ámbito interno de 

la Administración sin necesidad de ley previa (Zavala, 2002, p. 274). 

 

En este orden de ideas, básicamente los Reglamentos sirven como 

complemento de las disposiciones establecidas en las leyes, resumidos en un 

conjunto de estipulaciones reglamentarias. Esta facultad de reglamentación se 

encuentra permitida por la legislación ecuatoriana como una forma de 

complementación de ciertas materias legales, y se materializa a través de la 

remisión (Zavala, 2002, p. 274). 

 

En los Reglamentos Generales que se dictan para la elaboración de las leyes, 

el conocido método de la remisión se efectúa con respecto a la integridad del 

contenido de la ley. La ley contrae su regulación a enunciar unos principios 

básicos, que luego el Reglamento se encarga de individualizar y de precisar, 

brindando un contenido armónico semejante a la ley, que cuenta con un 

desarrollo más amplio (Zavala, 2002, p. 274). 

 

1.3 Reglamentos 
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1.3.1. Generalidades del reglamento 

 

El reglamento es un instrumento legal por medio del cual la Administración 

expresa su potestad normativa, la cual se encuentra sujeta a ciertos límites 8 

adaptados a criterios jurídicos universales. El Reglamento se configura como 

una fuente específica del derecho administrativo, que se caracteriza por ser 

una norma de tipo general, emitida por la Administración y subordinada a la ley. 

Su carácter es ―abstracto e impersonal a diferencia del Acto Administrativo, que 

también emana de la Administración, pero se refiere específicamente a una 

situación concreta y determinada‖ (Montalvo, 2014, p. 40). 

 

Según Eduardo García de Enterría (2005), ―se llama Reglamento a toda norma 

escrita dictada por la Administración‖ (p. 183). Al respecto, Ramón Parada 

(2012) lo define de forma similar, al considerarlo como ―toda norma escrita con 

rango inferior a la ley dictada por la Administración Pública‖ (p. 58). 

 

De conformidad con las citadas definiciones, se entiende al Reglamento como 

―cualquier acto normativo emitido por la Administración […] bajo una noción 

restringida, como un conjunto de normas generales, abstractas y obligatorias, 

expedidas exclusivamente por el Presidente de la República para facilitar el 

cumplimiento de la ley expedida por el Congreso‖ (Ramos, 2003, p. 79). 

 

La noción de reglamento en el ordenamiento jurídico ecuatoriano se caracteriza 

por tratarse de un acto administrativo cuyas características son la generalidad y 

la objetividad, y es generalmente emitido por el Presidente de la República. En 

este sentido, se define como ―la norma de naturaleza administrativa por 

excelencia […], cuyo origen está en la potestad reglamentaria otorgada 

[exclusivamente] al Presidente‖ (Robalino, 2007, p. 608). 

 

De conformidad con lo previsto en el artículo 147 numeral 13 de la Constitución 

de la República de Ecuador, dentro de las facultades del Presidente de la 

República se encuentra: ―expedir los reglamentos necesarios para la aplicación 
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de las leyes, sin contravenirlas ni alterarlas, así como los que convengan a la 

buena marcha de la administración." (Constitución, 2008, art. 147).  

 

Por ende, el Reglamento debe ser emitido por el Poder Ejecutivo, esto a los 

fines de atribuirse legitimidad y legalidad. No obstante, lo anterior no excluye la 

posibilidad de que se pueda habilitar la facultad hacia otros órganos 

administrativos de que emitan actos de carácter general. Para abarcar a todos 

estos actos, la legislación nacional les ha dado el nombre de actos normativos, 

y los define como "toda declaración unilateral efectuada en ejercicio de la 

función administrativa que produce efectos jurídicos generales, objetivos de 

forma directa." (Código Orgánico Administrativo, 2017, art. 128). 

 

De lo anterior, se puede resumir que el Reglamento procede de la 

Administración y se encuentra subordinada a la Ley, es un instrumento legal 

emitido por una autoridad competente que pretende la regulación de ciertos 

comportamientos jurídicos con fundamento a lo tipificado en la ley. 

 

Según señala Cassagne (2006) la jerarquía constitucional subordina a las 

entidades del Estado a cumplir y subordinarse a sus disposiciones legales 

como también acatar el procedimiento para la creación de normas 

sancionatorias. Adicionalmente, establece que ―La primera vinculación es de 

jerarquía y por ella las instituciones administrativas se subordinan a las normas 

y principios constitucionales‖ (p. 131). 

 

La creación de los Reglamentos debe estar sujeta a las materias establecidas 

por la Constitución, esto para no incurrir en una violación al principio de reserva 

de ley. La potestad reglamentaria se encuentra entonces atribuida al Poder 

Ejecutivo y a los órganos de la Administración del Estado. Cassagne (2006) 

expresa que ―La potestad reglamentaria consiste básicamente en la aptitud del 

Poder Ejecutivo, en general, la Administración Pública que habilita a emitir 

actos de alcance general que traducen la institución de situaciones generales, 

objetivas y obligatorias‖ (p. 121). 
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La creación del reglamento debe ajustarse a la finalidad de la ley que 

desarrolla, en el entendido que el reglamento debe dar cumplimiento a los 

principios generales de la ley superior. Dentro de la jerarquía normativa, el 

reglamento se encuentra subordinado a la ley, y por ende no puede 

contradecirla. En este caso, órganos de administración del Estado deben 

acogerse al reglamento si no son materia de reserva de ley. 

1.3.2. La potestad reglamentaria 

 

La Administración Pública tiene la facultad de dictar estipulaciones en las 

cuales se establezca la forma en la cual se deberá aplicar las leyes y asimismo, 

la forma de implementación de los actos de carácter general dependientes a la 

ley, esto en el ejercicio de sus potestades reglamentarias (Vargas, 2013). 

 

En las democracias actuales, existe una justificación material y una formal con 

respecto al origen de los reglamentos, a saber, en cuanto a la justificación 

material, ―en las sociedades democráticas actuales el crecimiento demográfico, 

el desarrollo de las ciudades y los progresos de las ciencias, técnicas y artes 

mantienen en constante evolución a la sociedad. En consecuencia, ésta 

demanda una intervención directa del poder público‖ (Serra, 1999, p. 203).). 

 

Respecto a la ―justificación formal‖, ―se concibe que la Administración pueda 

emitir reglamentos porque la Constitución le otorga esa potestad. Por 

consiguiente, actúa de acuerdo al principio de legalidad, que constituye un 

principio constitucional evidente, tradicional e innegable‖ (García, p. 188). 

 

En resumen, la Administración cuenta con una potestad reglamentaria que le 

otorga facultades para emitir normas, claro está, ajustándose a ciertos límites 

previstos en la Ley (Serra, 1999, p. 204). En tal virtud, en caso de 

extralimitaciones, el reglamento se tornará ilícito y viciado, debiendo ser objeto 

de nulidad de pleno derecho, sin que opere la prescripción, pudiendo ser 
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invocada por las partes que tengan interés o bien operar de oficio (Parada, 

2012, p. 223). 

 

1.3.3. Transgresiones a los límites de la potestad reglamentaria 

 

La doctrina ha establecido algunos límites de la potestad reglamentaria como 

son: ―la competencia, la jerarquía normativa y la reserva de ley‖ (Parada, 2012, 

p. 224). Se ha sostenido por algunos autores que estas limitaciones no son 

cumplidas en la legislación ecuatoriana, por las siguientes razones: 

 

―En primer lugar, existen reglamentos que no son emitidos por 

autoridad competente.  

En segundo lugar, la Constitución no recoge la jerarquía normativa 

que según la doctrina debe aplicarse a los reglamentos y demás 

actos normativos.  

Por último, no se obedece el principio de reserva de ley, pues 

algunos reglamentos tratan materias que, de acuerdo a la 

Constitución, únicamente les competen a las leyes‖ (Montalvo, 2014, 

p. 42). 

 

La capacidad reglamentaria es esencial en la función administrativa. Dromi 

(2009) establece que: ―La Administración tiene a su cargo múltiples cometidos, 

para cuyo cumplimiento eficiente necesita realizar operaciones materiales y 

dictar normas generales. Es decir, la competencia reglamentaria radica, pues, 

en la propia naturaleza de la función administrativa‖ (p. 43). 

 

Existe una doctrina restringida, en la cual se establecen únicamente facultades 

al Presidente para dictar reglamentos que puedan ser considerados como 

válidos y eficaces, en este sentido se ha establecido una diferenciación clara 

entre reglamento y acto normativo (Montalvo, 2014, p. 43). No obstante lo 

anterior, existe el caso según el cual el Presidente de la República puede 
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delegar potestades reglamentarias a otros órganos de la Administración 

(Ramos, 2003, p. 82). 

 

1.3.4. Limites materiales del reglamento 

 

De conformidad con lo previsto en la Constitución de la República del Ecuador, 

se establece lo siguiente: 

 

―Art. 132.- La Asamblea Nacional aprobará como leyes las normas 

generales de interés común. Las atribuciones de la Asamblea 

Nacional que no requieran de la expedición de una ley se ejercerán 

a través de acuerdos o resoluciones. Se requerirá de ley en los 

siguientes casos:  

1. Regular el ejercicio de los derechos y garantías constitucionales.  

2. Tipificar infracciones y establecer las sanciones correspondientes.  

3. Crear, modificar o suprimir tributos, sin menoscabo de las 

atribuciones que la Constitución confiere a los gobiernos autónomos 

descentralizados.  

4. Atribuir deberes, responsabilidades y competencias a los 

gobiernos autónomos descentralizados.  

5. Modificar la división político-administrativa del país, excepto en lo 

relativo a las parroquias.  

6. Otorgar a los organismos públicos de control y regulación la 

facultad de expedir normas de carácter general en las materias 

propias de su competencia, sin que puedan alterar o innovar las 

disposiciones legales.‖ (Constitución, 2008, art. 132). 

 

En virtud de lo anterior, es oportuno destacar que estas no son las únicas 

materias sobre las que la Constitución delimita la reserva, pues hay otras 

normas cuyo contenido requiere ser regulado de forma particularizada. 

Asimismo, en el numeral 1 del citado artículo engloba a todos las temas 

relacionados a los derechos y garantías constitucionales, lo cual permite 
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suponer que la Constitución solo debería ser desarrollada por leyes, tomando 

en cuenta la reserva legal de dichas materias (Zavala, 2002, p. 277) 

 

La Constitución es una herramienta muy poderosa en la cual su columna 

vertebral de todos los poderes del Estado enmarcando sus deberes y 

obligaciones y cada Constitución lleva en su fondo un sentido de 

institucionalización al país mediante mecanismos legales modernos para el 

correcto funcionamiento del Estado. En este sentido, Velásquez (1998) expresa 

que ―El acto de creación de la Constitución es la máxima expresión de la 

legalidad en el Estado moderno y contemporáneo, la Constitución aparece 

como un esfuerzo por transformar la realidad política y social en una realidad 

jurídica‖ (p. 45). 

 

1.4 El principio de proporcionalidad 

 

La finalidad de la potestad sancionadora es proteger el interés general o los 

derechos de los ciudadanos. La ley otorga a la Administración la potestad de 

sancionar las conductas que pueden afectar los derechos de los ciudadanos y 

el interés general, y además, faculta para ejecutar estas sanciones..  

 

El Derecho sancionador administrativo es predominantemente protector, 

dirigida a evitar que los ciudadanos no induzcan en actos que logren afectar los 

derechos e intereses generales. Es el caso que, ―la potestad sancionadora de 

la Administración tiene los siguientes límites: el principio de legalidad, la 

proporcionalidad de la sanción y el derecho de defensa‖ (Román, 2008, p. 1). 

Ahora bien, en el caso de la comisión de infracciones administrativas podrán 

imponerse sanciones que, en todo caso, estarán delimitadas por la ley. 

 

El principio de proporcionalidad se encuentra contemplado en el Arts. 76, de la 

Constitución, que a su letra dice:  
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―En todo proceso en el que se determinen derechos y obligaciones 

de cualquier orden, se asegurará el derecho al debido proceso que 

incluirá las siguientes garantías básicas: […] 6) La ley establecerá la 

debida proporcionalidad entre las infracciones y las sanciones 

penales, administrativas o de otra naturaleza‖ (Constitución, 2008, 

art. 76). 

 

Es el caso que, las normas del ordenamiento jurídico del Estado ecuatoriano 

deben ser interpretadas conforme al principio de proporcionalidad. Alexy (1995) 

establece que ―se requiere apelar al principio de proporcionalidad y sus tres 

subprincipios: de adecuación y de necesidad referidos a las posibilidades 

fácticas y el de proporcionalidad en sentido estricto proyectarle al campo de las 

posibilidades jurídicas‖ (p. 231). La protección del ciudadano conlleva a la 

necesidad de que la ley sea clara, legible y no maliciosa para que no exista la 

violación de los derechos fundamentales, porque en el caso de aplicar un 

reglamento que es inconstitucional y dictar las normas fuera del ámbito de su 

jurisdicción se entiende que ha existido violación al principio de 

proporcionalidad.  

 

El principio de proporcionalidad implica un procedimiento según el cual se limita 

la injerencia del Estado ante una posible afectación de los derechos 

fundamentales de los ciudadanos. Bajo esta premisa, se debe asegurar que 

ante la existencia de varias opciones dirigidas al logro de un fin, se deberá 

escoger la opción que genere menos efectos o perjuicios de los derechos 

fundamentales (Román, 2012, p. 1). 

 

El principio de proporcionalidad es ajustable en el supuesto de que exista 

choque de varios derechos primordiales, en la búsqueda de adoptar una 

estructura argumentativa de interpretación de principios constitucionales. 

Consta de tres subprincipios: idoneidad, necesidad y ponderación (Cárdenas, 

2014, p. 65). A continuación se definen los citados subprincipios, a saber: 
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―Idoneidad: nos dirá que la omisión o actuación insuficiente de la 

autoridad en la protección o garantía de los derechos fundamentales 

es correcta si contribuye a la obtención de algún otro fin 

constitucionalmente legítimo. 

Necesidad: entraña que la omisión o actuación insuficiente de la 

autoridad es correcta si produce consecuencias más benignas que 

su intervención activa. 

Proporcionalidad en sentido estricto: debe implicar que la omisión o 

actuación insuficiente de la autoridad que afecta derechos 

fundamentales —para que sea correcta— quede compensada por la 

importancia que éstas tienen para la satisfacción de otro u otros 

derechos fundamentales o principios satisfechos‖ (Cárdenas, 2014, 

p. 70).  

 

El método de interpretación constitucional basado en la aplicación del principio 

de proporcionalidad lato sensu se basa en una serie de razones: 

 

―-el carácter incompleto del orden jurídico que obliga a recurrir a los 

principios y su método de interpretación,  

-la existencia de lagunas auténticas y falsas en el derecho 

constitucional,  

-la generalidad y vaguedad de las normas constitucionales y, 

-la colisión entre los valores y principios constitucionales que suelen 

presentarse en los casos concretos.  

Los métodos tradicionales de interpretación —gramatical, 

sistemático, funcional, la aplicación de los argumentos jurídicos 

especiales, etcétera— no son adecuados para solucionar conflictos 

entre principios constitucionales‖ (Cárdenas, 2014, art. 80). 

 

A modo de resumen, y conforme a los lineamientos antes expuesto, se puede 

sostener que el principio de proporcionalidad tiene su justificación en que es un 
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método utilizado para la solución de conflictos generados entre normas de 

carácter constitucional, referidas a los derechos fundamentales. 

 

Ahora bien, a nivel de derecho administrativo, el Código Orgánico 

Administrativo, tiene como objeto la regulación de la función administrativa de 

16 los organismos que conforman el sector público (Código Orgánico 

Administrativo, 2017, art.1), siendo estas entidades conformadas por mandato 

de la Constitución y las leyes, y creadas para la prestación de servicios 

públicos (Cornejo, 2017, p. 1). 

 

El artículo 42 del Código Orgánico Administrativo establece el ―ámbito material‖ 

de aplicación del mismo, y al respecto se establece: ―Art. 42.- Ámbito material. 

El presente Código se aplicará en: […] 7. Los procedimientos administrativos 

especiales para el ejercicio de la potestad sancionadora‖ (Código Orgánico 

Administrativo, 2017, art. 42). 

 

En este mismo orden de ideas, el artículo 248 del citado Código establece las 

garantías que se deben establecer en el procedimiento sancionatorio, en los 

términos siguientes: 

 

―Art. 248.- Garantías del procedimiento. El ejercicio de la potestad 

sancionadora requiere procedimiento legalmente previsto y se 

observará: 

1. En los procedimientos sancionadores se dispondrá la debida 

separación entre la función instructora y la sancionadora, que 

corresponderá a servidores públicos distintos. 2. En ningún caso se 

impondrá una sanción sin que se haya tramitado el necesario 

procedimiento. 3. El presunto responsable por ser notificado de los 

hechos que se le imputen, de las infracciones que tales hechos 

puedan constituir y de las sanciones que, en su caso, se le pueda 

imponer, así como de la identidad del instructor, de la autoridad 

competente para imponer la sanción y de la norma que atribuya tal 
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competencia. 4. Toda persona mantiene su estatus jurídico de 

inocencia y debe ser tratada como tal, mientras no exista un acto 

administrativo firme que resuelva lo contrario.‖ 

 

En cuanto al aludido principio de proporcionalidad, el Código Orgánico 

Administrativo lo adopta en el artículo 16, cuando dispone: 

 

Art. 16.- Principio de proporcionalidad. Las decisiones 

administrativas se adecúan al fin previsto en el ordenamiento jurídico 

y se adoptan en un marco del justo equilibrio entre los diferentes 

intereses. No se limitará el ejercicio de los derechos de las personas 

a través de la imposición de cargas o gravámenes que resulten 

desmedidos, en relación con el objetivo previsto en el ordenamiento 

jurídico. 

 

Como puede verificarse, las decisiones administrativas deben ajustarse a los 

parámetros legales previstos en el ordenamiento jurídico, para garantizar el 

equilibrio de los intereses que se encuentren en disputa, de allí que las 

sanciones impuestas no puede resultar desmedidas con relación a la infracción 

administrativa en la cual se haya incurrido. 

 

1.5 El principio de reserva legal 

 

El origen histórico del principio de reserva legal se presenta en el ―surgimiento 

de los primeros parlamentos medievales, es decir, cuando el poder del 

Monarca se limitaba al atribuirse a las Asambleas electivas toda decisión que 

afectara los derechos personales y patrimoniales de los súbditos‖ (Alvarado, 

1999, p. 35). 

 

A nivel constitucional se encuentra establecida una jerarquía normativa, lo cual 

le impone limitaciones a la potestad reglamentaria de la Administración, que es 
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conocido como ―reserva de ley‖. En los términos de Salas (2005) se conoce a 

la reserva de ley como: 

 

―un mecanismo a través del cual el principio de legalidad se hace 

efectivo, pues trata de garantizar la exigencia de que sean los 

ciudadanos, por medio de sus representantes [en el órgano 

legislativo], quienes regulen determinadas materias [o circunstancias 

fundamentales para la sociedad], como la carga tributaria o los 

tributos que se deban asumir‖ (p. 43). 

 

Existe una clasificación de la reserva legal, según la cual esta puede ser 

material o formal. En cuanto a la reserva de la ley material consiste en ―el 

conjunto de supuestos o materias respecto de los cuales la Constitución exige 

su regulación por norma con rango de ley‖ (Parada, 2012, p. 59). Incluso, si la 

ley no las regula, estas materias no pueden ser regidas por normas 

reglamentarias. En tal supuesto, los reglamentos serían nulos, por contradecir 

preceptos constitucionales (Montalvo, 2014, p. 46).. 

 

Al respecto Miguel Carbonell (2000), señala con respecto a la reserva de ley, lo 

de seguidas: 

 

―La reserva de ley puede entenderse como la remisión que hace 

normalmente la Constitución y de forma excepcional la ley, para que 

sea una ley y no otra norma jurídica la que regule determinada 

materia. En otras palabras, se está frente a una reserva de ley 

cuando, por voluntad del constituyente o por decisión del legislador, 

tiene que ser una ley en sentido formal la que regule un sector 

concreto del ordenamiento jurídico.‖ (Carbonell, 2000, p. 33).  

 

A través del principio de reserva se pretende la regulación de ciertas materias a 

través de las leyes. En la actualidad, la reserva de ley cumple una doble 

función:  
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―a) La función liberal o garantista consiste en que, a través de la 

reserva se tutelan los derechos de los ciudadanos contra las 

intromisiones del poder ejecutivo. 

b) La función democrática tiene que ver con que, en virtud de la 

reserva, se reconduce la regulación de ciertas materias al dominio 

del poder legislativo, el cual es representante de las mayorías –como 

el ejecutivo– pero también de las minorías políticas de un Estado‖ 

(Carbonell, 2000, p. 33). 

 

El principio de reserva de ley establece una vinculación entre la Administración 

y el legislador, ya que esta se deriva de la disposición constitucional, cuando 

alude que el Estado puede establecer de forma legítima las disposiciones 

normativas por intermedio del Poder Legislativo (CIJUL, 2013). En cuanto a las 

modalidades de la reserva legal, la doctrina ha establecido una clasificación 

entre la ―reserva legal absoluta‖ y la ―reserva legal relativa‖. En este sentido, se 

han definido de la siguiente forma: 

 

―La reserva absoluta aparece cuando la regulación de una 

determinada materia queda acotada en forma exclusiva a la ley 

formal. En este supuesto, la materia reservada a la ley no puede ser 

regulada por otras fuentes.  

La reserva relativa, en cambio, permite que otras fuentes de la ley 

vengan a regular parte de la disciplina normativa de determinada 

materia, pero a condición de que la ley sea la que determine expresa 

y limitativamente las directrices a las que dichas fuentes deberán 

ajustarse; esto es, la regulación de las fuentes secundarias debe 

quedar subordinada a las líneas esenciales que la ley haya 

establecido para la materia normativa‖ (Casás, 2002, p. 238). 

 

La reserva de ley en la legislación ecuatoriana es fundamental para el 

desarrollo del ordenamiento jurídico en la cual las instituciones del Estado con 
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facultad normativa buscan crear disposiciones, y es precisamente a la 

Asamblea Nacional a la que le corresponde ejercer la facultad de aprobar leyes 

orgánicas y ordinarias 

 

La reserva de ley consiste en la existencia de una norma que busque regular 

ciertas materias únicamente mediante leyes expedidas por el Poder Legislativo 

como lo determina Carbonell (2000) ―una reserva de ley por voluntad del 20 

constituyente o por decisión del legislador tiene que ser una ley en sentido 

formal la que regule a un sector en concreto del ordenamiento jurídico‖ (p. 42)  

 

La reserva de ley se sobreviene cuando el órgano legislativo regula ciertas 

materias en concordancia con lo tipificado en la Constitución de la República, 

cuyo contenido normativo no se puede ser quebrantado en forma alguna. Al 

respecto, Ramírez sostiene que ―la reserva de ley se refiere a la categoría que 

se exige que tenga una norma para que comprenda determinada materia‖ 

(Ramírez, 2009, p. 41). 

 

La reserva de ley tiene una función principal consistente en identificar las 

materias que se encuentran sujetas a este principio para que posteriormente el 

proponente asambleísta desarrolle la ley sin sobrepasarse lo ordenado en la 

Constitución. Según establece Carbonell (2000) ―La práctica de la reserva de 

ley nos va el delimitar cuales son las materias que se encuentran sujetas a 

reserva, son el de saber hasta qué punto debe desarrollar el legislador 

parlamentario una materia reservada‖ (p. 129). 

 

La característica fundamental del principio de reserva de ley consiste en 

otorgar al legislador, la potestad de crear ciertas leyes cuyas materias le están 

reservadas, las cuales deben ser coherentes con los principios jurídicos de 

supremacía de la Constitución. Según sostiene Granja (1997) ―El derecho 

constitucional señala los principios jurídicos supremos sobre los que se asienta 

la vida del Estado y a través de los cuales se establece una garantía 

constitucional a los ciudadanos‖ (p. 40). 
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La reserva de ley es clara en la Constitución del Ecuador al disponer que los 

sectores estratégicos y el sector Hidrocarburífero solo tendrá que ser 

sancionado por el régimen de una ley, dichas infracciones y sanciones deben 

estar tipificadas en la ley más no en un Reglamento.. 

La estructura y competencias previstas en la Constitución atribuyen al 

legislador la potestad de aprobar normas jurídicas con fundamento en las 

necesidades públicas. Tal y como lo establece Amaya (2001) ―Uno de los 

principios de la administración pública corresponde al funcionamiento 

jerárquico, se derivan las facultades del superior para dirigir a sus 

subordinados, de revisar y aprobar sus normas y leyes‖ (p. 26). La política 

entra a encaminar la necesidad del legislador de tomar en cuenta las 

sugerencias del pueblo para la realización de la norma. El pueblo entrega al 

legislador el poder de realizar tomando en cuenta la referencia a la 

Constitución, previa recolección de las aspiraciones ciudadanas. 

El principio de reserva de ley se basa en las disposiciones constitucionales del 

año 2008 para la realización de la efectiva administración como la regulación y 

posterior tipificación de las infracciones y sanciones en una ley. En los términos 

de Pérez (2011) ―La principal disposición constitucional para efectos es la que 

establece la reserva de ley, para las obligaciones y prohibiciones, la sanción y 

la competencia‖ (p.12)  

 

El legislador es el encargado de la creación de las leyes generales y 

obligatorias mediante un proyecto de ley, este proyecto de ley se debe 

encontrar en concordancia con la norma constitucional. Según expone Pérez 

(2011) ―La ley es toda forma que se aplica en forma general y obligatoria, 

expedida por el poder legislativo conforme al trámite determinado por la 

Constitución‖ (p. 12). La potestad legislativa consiste en la facultad de crear 

normas que regulen el correcto funcionamiento de las instituciones y la 

conducta de los ciudadanos. Según sostiene Hurtado (2012) la administración 

pública es un eje fundamental para el funcionamiento del Estado, éste se 
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encuentra dentro de la regulación de las diferentes materias que el Legislador 

tipifica para encargarse de velar por el correcto cumplimiento de las leyes 

 

La reserva legal no es hoy un criterio del todo funcional para fijar las relaciones 

entre órganos que tienen poder democrático (Congreso y Gobierno), sobre todo 

22 por la falta de rigor y perfección técnica que ha demostrado el Constituyente 

al configurar sus ámbitos normativos‖ (Cazor, 2010, p. 2)  

 

En este sentido, se puede decir que la reserva de ley garantiza que las normas 

sean expedidas por los niveles adecuados de poder estatal, con lo que se 

asegura que la institucionalidad de un Estado sea regulada de forma correcta. 

Ello así, se puede sostener que este principio conocido como reserva de ley, 

impide que instituciones de menor jerarquía, tomen atribuciones de 

instituciones que son la base de un Estado de Derecho 

 

 

2. Régimen sancionatorio de las comercializadoras de combustibles 

Considerando que el tema de investigación radica en las funciones 

sancionatorias otorgadas a la Agencia de Regulación Hidrocarburífero 

mediante un reglamento, es importante desglosar las nociones básicas que se 

deben adoptar con respecto a la actividad de comercialización de combustibles, 

la funciones de la Agencia de Regulación Hidrocarburífera, y la forma en la cual 

estas medidas deben ajustarse al principio de proporcionalidad. 

 

2.1 Artículo 77 de la Ley de Hidrocarburos 

 

De conformidad con lo previsto en la Ley de Hidrocarburos, en su artículo 77 se 

estipula lo de seguidas: 

―El incumplimiento de los contratos suscritos por el Estado 

ecuatoriano para la exploración y/o explotación de hidrocarburos, y/o 

la infracción de la Ley y/o de los reglamentos, que no produzcan 

efectos de caducidad, serán sancionados en la primera ocasión con 
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una multa de hasta quinientas remuneraciones básicas unificadas 

para los trabajadores en general; la segunda ocasión con multa de 

quinientas a un mil remuneraciones básicas unificadas para los 

trabajadores en general; y, la tercera ocasión con multa de un mil a 

dos mil remuneraciones básicas unificadas para los trabajadores en 

general, la misma que será impuesta por el Director de la Agencia de 

Regulación y Control Hidrocarburífero de forma motivada, utilizando 

criterios de valoración objetivos, como: gravedad de la infracción, 

negligencia, daño producido, alcance de la remediación, volumen de 

ventas, perjuicio al Estado y al consumidor y otros que se consideren 

pertinentes guardando proporcionalidad con la infracción, de 

conformidad con lo que se establezca en el Reglamento‖ (Registro 

Oficial No. 711, 1978). 

 

De conformidad con lo previsto en el citado artículo, es importante resaltar la 

alusión que se hace a la imposición de multas en caso de incurrir en las 

infracciones previstas en la Ley y en los Reglamentos, en los supuestos de 

exploración y/o explotación de hidrocarburos. 

 

2.2 Reglamentos derivados del artículo 77 de la Ley de Hidrocarburos 

 

Mediante Resolución Nro. 004-002-DIRECTORIOARCH-2015, publicada en el 

Registro Oficial No. 621, de 5 de noviembre de 2015; el Directorio de la 

Agencia de Regulación y Control Hidrocarburífero expidió el ―Reglamento para 

Autorización de Actividades de Comercialización de Derivados del Petróleo o 

Derivados del Petróleo y sus Mezclas con Biocombustibles, excepto el Gas 

Licuado de Petróleo (GLP)‖.  

 

El citado Reglamento establece que ―la comercialización de derivados del 

petróleo o derivados del petróleo y sus mezclas con biocombustibles, 

comprende las actividades de importación, exportación, almacenamiento, 

abastecimiento, transporte, y distribución‖ (ARCH, 2015, art. 1). 
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Asimismo, en el referido reglamento se establece en su artículo 25 las 

obligaciones de los sujetos de control, en cuyo literal g) se establece: ―Cumplir 

los manuales e instructivos de procedimientos y normas técnicas INEN e 24 

internacionales aplicables, de protección ambiental, transporte y seguridad 

industrial; así como las disposiciones emitidas por la ARCH.‖ El incumplimiento 

de las obligaciones allí establecidas puede acarrear la imposición de sanciones 

de conformidad con lo previsto en la Ley de Hidrocarburos. 

 

Por otra parte, en el Reglamento Ambiental para las Operaciones 

Hidrocarburíferas en el Ecuador establece lo de seguidas: 

 

Art. 90.- Multas y otras sanciones.- Las infracciones a la Ley de 

Hidrocarburos o a los Reglamentos en que incurran en materia 

socio-ambiental, durante las actividades hidrocarburíferas: los 

sujetos de control, que el Subsecretario de Protección Ambiental 

someta a conocimiento y resolución del Director Nacional de 

Hidrocarburos, serán sancionadas por éste de conformidad con el 

artículo 77 de la Ley de Hidrocarburos, según la gravedad de la falta, 

además de la indemnización por los perjuicios o la reparación de los 

daños producidos. 

 

Cabe destacar que, el citado artículo establece multas y sanciones para 

aquellas infracciones previstas en la ley, y hace igual alusión a las infracciones 

que se cometan en el marco de los reglamentos en cuanto a la materia socio 

ambiental, siendo aplicables las sanciones estipuladas en el artículo 77 de la 

Ley de Hidrocarburos. 

 

2.3 Agencia de Regulación y Control Hidrocarburífero (ARCH) 

 

La Agencia de Regulación y Control Hidrocarburífero –ARCH- es la entidad 

pública encargada de autorizar la actividad de comercialización conforme 
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establece el artículo 3 del Reglamento Actividades de Comercialización de 

derivados de petróleo: ―La autorización para ejercer las actividades de 

comercialización de derivados del petróleo o derivados del petróleo y sus 25 

mezclas con biocombustibles será expedida por el Ministro Sectorial o el 

Director Ejecutivo de la –ARCH- , según el caso.‖ 

 

El Boletín Estadístico de la actividad hidrocarburífera (2016) emitido por la 

ARCH, establece: 

 

 La Agencia de Regulación y Control Hidrocarburífero - ARCH, es un 

organismo técnico – administrativo, encargado de regular, controlar y 

fiscalizar las actividades técnicas y operacionales de las diferentes 

fases de la industria hidrocarburífera. Las operaciones 

hidrocarburíferas comprenden actividades de exploración, desarrollo 

y explotación de hidrocarburos, así como sus fases de transporte, 

almacenamiento, refinación, industrialización y producción de 

petróleo y gas natural. (p. 5) 

 

La comercialización entra en el ámbito de competencia, se encuentran 

reguladas por el en ente de control denominado Agencia de Regulación 

Hidrocarburífero, fue designado por el Estado para la verificación del 

cumplimiento de todos los requisitos para tener carácter de comercialización.. 

 

El artículo 11 de la Ley de Hidrocarburos dispone la creación de la Agencia de 

Regulación y Control Hidrocarburífero, ARCH, como: 

 

―un organismo técnico-administrativo, encargado de regular, 

controlar y fiscalizar las actividades técnicas y operacionales en las 

diferentes fases de la industria hidrocarburífera, que realicen las 

empresas públicas o privadas, nacionales, extranjeras, empresas 

mixtas, consorcios, asociaciones, u otras formas contractuales y 

demás personas naturales o jurídicas, nacionales o extranjeras que 
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ejecuten actividades hidrocarburíferas en el Ecuador (...)".(ARCH, 

2014, art. 3) 

 

En este mismo sentido, en atención a lo previsto en el literal e) del artículo 11 

de la Ley de Hidrocarburos se establecen las atribuciones legales otorgadas a 

la ARCH, que conforme a lo previsto en el literal e), se establece: ―Aplicar 

multas y sanciones por las infracciones en cualquier fase de la industria 

hidrocarburífera, por los incumplimientos a los contratos y las infracciones a la 

presente Ley y a sus reglamentos‖ (Registro Oficial No. 711, 1978).  

 

En virtud de lo anterior, se puede sostener que la ARCH es una entidad de 

control público que se desempeña en la rama de derivados de petróleos y gas 

licuado; creada por el Estado ecuatoriano para el desempeño de funciones, 

precautelando los intereses de los ciudadanos y del mismo Estado. Cabe 

destacar que, la ARCH, casi diariamente envía a su personal operativo a 

realizar inspecciones de control, a las diferentes sedes en las cuales se 

comercializan los derivados del petróleo, tales como las estaciones de servicio. 

En este sentido, el técnico asignado cumple con el siguiente procedimiento de 

rutina: 

 

―a) Verifica el buen estado de la infraestructura de la Estación de 

Servicio.  

b) Verifica la disponibilidad de baterías sanitarias para hombres, 

mujeres y personas con capacidades especiales,  

c) Supervisa el buen funcionamiento de servicios complementarios 

como agua y aire.  

d) Verifica la operatividad de todas las mangueras de los surtidores.  

e) Si es necesario, se realiza la calibración de las unidades de 

medida de los surtidores y/o dispensadores, para que se encuentren 

dentro de la tolerancia establecida por la Norma NTE INEN- 1781.  
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f) Efectúa la toma de muestras IN SITU de los combustibles que se 

expenden en el establecimiento, para ser llevados al Laboratorio de 

la ARCH para su análisis respectivo.  

g) Verifica la integridad del Surtidor o Dispensador y verificar que 

cumpla con lo establecido en el Art. 5 de la Norma NTE INEN- 1781.  

h) Verificar en los sistemas de calibración mecánicos y/o 

electrónicos, que los sellos oficiales de seguridad colocados por 

representantes de la ARCH, estén en perfecto estado.  

i) Verificar los precios oficiales de venta de los combustibles.  

j) Verificar el adecuado funcionamiento de los sistemas, equipos, 

implementos mecánicos, eléctricos y/o electrónicos, destinados al 

despacho y expendio de los combustibles.  

k) Observar durante el control, todas las medidas de seguridad que 

esta actividad exige. 

l) Levantar las Actas de Inspección y de Control por el 

incumplimiento de la normativa legal y técnica.‖ (ARCH, 2017, p. 12). 

 

La Agencia de Control Hidrocarburífero busca garantizar el aprovechamiento 

óptimo de los recursos petroleros Hidrocarburífero que son destinados en cada 

una de las estaciones de expendio de combustible refinado y gas licuado 

localizándose estratégicamente en las distintas provincias del Ecuador para 

que llegue los recursos de manera correcta y eficiente. 

 

Por último, cabe destacar que, en el año 2016, la Agencia de Regulación y 

Control Hidrocarburífero –ARCH- , realizó 12.140 inspecciones regulares a 

Estaciones de Servicio, un 5% más que en el año 2015, y ejecutó 1.087 

Controles Anuales a Estaciones de Servicio, aumentando un 9% más en 

relación al año anterior (ARCH, 2017, p. 13). 

 

Por otra parte, en el año 2016, la Agencia otorgó el permiso de 

comercialización de combustibles a 16 nuevas Estaciones de Servicio, y 

gestionó la autorización para el expendio de combustible a Vehículos de Carga 
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Pesada con Placa Internacional (VTCPPI), logrando un incremento del 700% 

en los despachos de Combustible a VTCPPI, comparado con el 2015 (ARCH, 

2017, p. 13). 

 

2.4 Régimen sancionatorio 

 

En la legislación ecuatoriana se ha establecido una extensa normativa que 

atribuye a los órganos de la administración del Estado ciertos poderes punitivos 

dirigidos a regular diversos sectores de la vida social, tomando en cuenta la 

necesidad de mantener el orden y resguardar los bienes jurídicos de la 

sociedad (Cordero, 2013, p. 80). 

 

En este sentido, la potestad punitiva se encuentra en manos de la 

Administración, constituyéndose en un aparato para la intervención y 

conformación de la sociedad en el cumplimiento de las premisas 

constitucionales (Cordero, 2013, p. 81). Desde una perspectiva amplia, se 

define a la sanción como ―toda aquella retribución negativa dispuesta por el 

ordenamiento jurídico como consecuencia de la realización de una conducta 

(Bermúdez, 1998, p. 323). Se considerara como una sanción administrativa a 

todo aquel gravamen pernicioso impuesto por la Administración. 

Es el caso que, uno de los elementos que se debe tomar en consideración para 

determinar el concepto de sanción es el de ―infracción administrativa‖, en el 

entendido que serán sanciones administrativas ―aquellas retribuciones 

negativas previstas como tales en el ordenamiento jurídico como consecuencia 

de la comisión de una infracción administrativa‖ (Bermúdez, 1998, p. 324).. 

 

Para algunos autores las sanciones tienen una doble perspectiva, según se 

señala a continuación: 

 

Desde la perspectiva de las consecuencias negativas que surgen a partir de 

cualquier vulneración del ordenamiento jurídico, ―se refiere a aquellas 

consecuencias jurídicas gravosas para el administrado que no han surgido de 
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la comisión de una infracción administrativa, por lo tanto, no se trata de 

sanciones strictu sensu‖ (Velasco, 1996, p. 88). 

 

Desde la perspectiva de las consecuencias negativas que surgen a partir de la 

comisión de una infracción administrativa, ―en tal situación pueden producirse 

otras consecuencias jurídicas, también negativas para el infractor, pero que no 

son sanciones en términos estrictos‖ (Bermúdez, 1998, p. 324). 

 

Las sanciones se la traducen como una consecuencia a un acto realizado 

sobre el cual versan las normas, es una atribución que le corresponde a la 

administración pública en la que busca una armonía y cumplimiento correcto de 

la norma sin interponer un descontrol total sino entender los alcances que tiene 

la sanción.. 

 

La doctrina española determina a la sanción como una forma correcta para 

determinar el daño que incurrió el ciudadano como consecuencia en su 

actuación, las cuales deben estar ajustadas a la gravedad de la infracción 

(Muñoz, 2015, p. 294). 

 

La sanción se le considera como una actuación constitucional en lo cual se 

debe respetar el principio al debido proceso administrativo sancionador, por ello 

la Constitución en su artículo 76 numeral 3 establece.. 

 

―Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, 

al momento de cometerse, no esté tipificado en la ley como 

infracción penal, administrativa o de otra naturaleza; ni se le aplicará 

una sanción no prevista por la Constitución o la ley. Sólo se podrá 

juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y con 

observancia del trámite propio de cada procedimientos‖ 

(Constitución, 2018, art. 76).  
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La materia sancionatoria rige el principio de legalidad de las faltas y de las 

sanciones es un desarrollo de una regla del procedimiento en materia 

sancionatoria, la ley debe definir comprender de manera inequívoca tanto la 

sanción como a infracción. 

 

El principio de reserva de ley se sujeta a las sanciones y las infracciones por lo 

cual no es posible que las sanciones administrativas que carezcan de una 

motivación legal generen consecuencias económicas o administrativas, de 

conformidad con lo previsto en el artículo 76 numeral 6 cuando establece: ―La 

ley establecerá la debida proporcionalidad entre las infracciones y las 

sanciones penales, administrativas o de otra naturaleza‖ (Constitución, 2008, 

art. 76). 

 

La norma general es aquella que establece de una manera directa la sanción, 

tiene que estar fundamentada y descrita la infracción para poder acatar la 

sanción, caso contrario recaerá en nulidad porque sería una interpretación 

fuera de la ley y las razones no serían válidas. En este orden de ideas, Borja 

(1995) establece que ―la sanción corresponde a la estructura propia del orden 

jurídico, la determinación de la sanción que establece una norma general de la 

ya indicada manera disyuntiva o acumulativa‖ (p. 98)..  

 

El bien jurídico violado debe ser sancionado por un procedimiento y un órgano 

específico que se encuentre claro y conciso de quien posee la potestad de 

sancionar en caso de una infracción. En los términos de Nieto (1970), ―se 

distingue las infracciones según que ataquen a un bien jurídico o que se limiten 

a una desobediencia‖ (p. 72).. 

 

2.5 Comercialización de combustibles y agentes de comercialización 

 

La competitividad y la amplitud de las innovaciones para la realización de 

nuevos negocios dieron nacimiento a la figura de comercialización de 

combustibles, en la cual se enmarca la acción de realizar la venta de productos 
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que se encuentren especificados. La comercializadora de combustibles ha 

tenido un impacto muy positivo para el Estado ecuatoriano en virtud que es una 

forma de comercializar derivados de combustible para que llegue a toda la 

población de nivel nacional. 

 

En este sentido, el numeral 11) del artículo 261 de la Constitución de la 

República del Ecuador establece que: ―El Estado central tendrá competencias 

exclusivas sobre, los recursos energéticos; minerales, hidrocarburos, hídricos, 

biodiversidad y recursos forestales" (Constitución, 2018, art. 261).. 

 

Adicionalmente, la Constitución de la República del Ecuador en su artículo 313 

―El Estado se reserva el derecho de administrar, regular, controlar y gestionar 

los sectores estratégicos, de conformidad con los principios de sostenibilidad 

ambiental, precaución, prevención y eficiencia‖ (Constitución, 2018, art. 313). 

Ahora bien, con respecto a la comercialización de combustibles, el Boletín 

Estadístico de la actividad hidrocarburífera (2016) emitido por la ARCH, 

establece: 

 

―Las actividades de comercialización de derivados del petróleo y sus 

mezclas con biocombustibles que ejecutan los sujetos de control se 

realizan por: comercializadoras y centros de distribución de los 

diferentes segmentos de mercado como el aéreo, automotriz, 

industrial, industrial - productos especiales, pesquero artesanal, 

naviero nacional y naviero internacional, garantizando el 

abastecimiento de combustibles a nivel nacional‖ (p. 41). 

 

En este orden de ideas, en lo referente a la comercialización el artículo 68 de la 

Ley de Hidrocarburos (1978) sostiene lo siguiente: 

 

―El almacenamiento, distribución y venta al público en el país, o una 

de estas actividades, de los derivados de los hidrocarburos será 

realizada por PETROECUADOR o por personas naturales o por 



31 

  

empresas nacionales o extranjeras, de reconocida competencia en 

esta materia y legalmente establecidas en el país, para lo cual 

podrán adquirir tales derivados ya sea en plantas refinadoras 

establecidas en el país o importarlos. En todo caso, las personas y 

empresas deberán sujetarse a los requisitos técnicos, normas de 

calidad, protección ambiental y control que  la Agencia de 

Regulación y Control Hidrocarburífero y se garantizará un óptimo y 

permanente servicio al consumidor. El almacenamiento, la 

distribución y la venta de los derivados en el país, constituyen un 

servicio público que por su naturaleza no podrá ser suspendido por 

las personas naturales o por las empresas nacionales o extranjeras 

que lo realicen‖. (Art. 68) 

 

En este mismo orden de ideas, en el Reglamento de Autorización de 

Comercialización de mezclas de combustibles (2010) se define a la 

comercialización de la siguiente forma: 

 

―Son las personas naturales o jurídicas nacionales o extranjeras 

autorizadas por el Ministro de Recursos Naturales no Renovables, 

para ejercer las actividades de comercialización de combustibles 

líquidos derivados de los hidrocarburos. Se incluye dentro de esta 

definición a la Empresa Estatal Petróleos del Ecuador, 

PETROECUADOR a través de su filial PETROCOMERCIAL.‖ 

En virtud de lo anterior, es importante agregar que el artículo 3 del Reglamento 

de Autorización de Comercialización de mezclas de combustibles, establece 

que la comercialización de los productos derivados de los hidrocarburos 

corresponde a la prestación de un servicio público, en atención a lo previsto en 

el artículo 68 de la Ley de Hidrocarburos, concatenado con lo dispuesto en el 

numeral 15 del artículo 326 de la Constitución de la República del Ecuador. 

 

La comercialización de combustible busca como fin único llegar a la ciudadanía 

para el abastecimiento de petróleo refinado, tomando en cuenta la intervención 
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del Estado para la refinación de los productos siendo un negocio con beneficio 

directo para el Estado, la empresa privada y los particulares. 

 

La comercialización de derivados de petróleos origina una gran operatividad 

que se encuentra a cargo de la Empresa Publica PETROECUADOR E.P, a 

través de los oleoductos que desembocan a las terminales Hidrocarburiferas 

para la posterior distribución a las estaciones de servicio a nivel nacional. En 

cuanto a la venta de combustible, el Boletín Estadístico de la actividad 

hidrocarburífera (2016), ha señalado los siguientes datos porcentuales:  

 

―Los sectores automotriz, industrial y eléctrico agruparon el 87% del 

total de ventas de combustible durante el año 2016, en donde la 

comercializadora que obtiene la mayor cantidad de ventas fue EP 

Petroecuador (39%), seguido de Primax Comercial del Ecuador 

(13%) y PYS (12%). Sobre el tema de distribución de derivados, 

hasta mediados del año 2016 EP Petroecuador contaba con 261 

estaciones de servicio como parte de su red de gasolineras, de las 

cuales 49 son de propiedad de la empresa pública y 212 son 

estaciones afiliadas a la red de la marca Petrocomercial. A partir de 

junio del 2016 se inició el proceso de enajenación de las estaciones 

de servicios Amazonas, Ponceano y Guayaquil.‖ (EP Petroecuador, 

2016). 

 

Al respecto el artículo 4 del ―Reglamento para Autorización de Actividades de 

Comercialización de derivados del petróleo y sus mezclas con biocombustibles, 

excepto el gas licuado de petróleo (GLP)‖ establece: 

 

―La comercialización de derivados del petróleo o derivados del 

petróleo y sus mezclas con biocombustibles, de acuerdo con el 

artículo 68 de la Ley de Hidrocarburos, es un servicio público que 

deberá ser prestado respetando los principios señalados en la 

Constitución de la República. Este servicio no podrá suspenderse, 
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salvo caso fortuito o fuerza mayor debidamente aceptado por la 

ARCH‖ (ARCH, 2015, art. 4) 

 

En este sentido, las comercializadoras de combustibles son empresas que se 

encargan de la venta de productos petroleros ya procesados para que llegue al 

cliente de una manera más eficiente y posteriormente proceder a la venta de la 

gasolina siendo considerado como un servicio público. La razón de la 

existencia de una comercializadora se remonta a la modernización de los giros 

del negocio como también la búsqueda de mayor eficiencia para la entrega de 

los productos en los distintos puntos del país.. 

 

3. Análisis del caso acto administrativo NRO. 031-2017-SD-DL 

El análisis del acto administrativo Nro. 031-2017-SD-DL, emitido por la Agencia 

de Regulación y Control Hidrocarburífero, permitirá determinar la 

constitucionalidad de las disposiciones contenidas en una ley, con respecto a la 

actuación de un ente como la Agencia de Regulación y Control 

Hidrocarburífero, en cuanto a la detección de infracciones y la aplicación de su 

correspondiente sanción. De esta manera, el propósito del análisis, es 

determinar si existe la constitucionalidad o inconstitucionalidad en la Ley de 

hidrocarburos. Para ello se analiza el acto administrativo, expedido por el 

Director de la Agencia de Regulación y Control Hidrocarburífero, con 

fundamento en el Reglamento para Autorización de Actividades de 

Comercialización de derivados del petróleo y sus mezclas con biocombustibles, 

excepto el gas licuado de petróleo (GLP), como una norma reglamentaria en 

aplicación conjunta con la Ley de Hidrocarburos.  

 

Mediante el análisis del acto administrativo identificado con el No. 031-2017- 

SD-DL, Agencia de Regulación y Control Hidrocarburífero, se evidenciará que 

el Reglamento de la Agencia de Regulación y Control Hidrocarburífero, 

determina infracciones y llega a imponer sanciones a un sujeto privado, que en 

este caso es un distribuidor de derivados de combustibles. El distribuidor de 

derivados de combustible viene realizando su actividad de prestación de 
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servicios a la ciudadanía y realizando una actividad económica que se 

encuentra entrelazada con las normas estatales, cumpliendo con todos los 35 

requisitos ambientales, técnicos para llegar a la operatividad de la Estación de 

Servicio. 

 

El propósito de este análisis es determinar si existe la constitucionalidad o 

inconstitucionalidad de la ley, por lo que se verá en el acto administrativo que 

fuera expedido por el Director de la Agencia de Regulación y Control 

Hidrocarburífero -ARCH- sometiéndose primero al Reglamento para 

Autorización de Actividades de Comercialización de derivados del petróleo y 

sus mezclas con biocombustibles, excepto el gas licuado de petróleo (GLP), 

como a la resolución de la norma NTE INEN 2251; 2003 inciso 5.3 para 

posteriormente aplicar una multa, fundándose sin justificación constitucional en 

la Ley de Hidrocarburos. 

 

3.1 Antecedentes del caso 

 

Mediante memorando No. ARCH-SD-2017-0848-ME de fecha 22 de 

septiembre de 2017, suscrito por el Ing. Luis Mata, en su carácter de Analista 

Regional en Control y Fiscalización, se indicó lo de seguidas: 

 

―Cumpliendo con las actividades de control y fiscalización el 20 de 

septiembre del 2017, funcionarios de esta Agencia Regional, se 

trasladaron hasta la estación de servicio ―SORIA‖ […] vinculada a la 

red de comercialización de EP PETROECUDOR, para realizar la 

medición del stock del producto (combustibles) y volumen de agua 

existente en los tanques estacionarios. Sin embargo, al momento de 

la inspección el encargado del establecimiento no prestó las 

facilidades para efectuar dicha actividad, es decir, no presentó el 

certificado de calibración de la varilla y el reactivo (past) de agua y 

combustible, para determinar el volumen de los tanques de 
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almacenamiento de combustibles, por lo que se procedió a levantar 

el acta de inspección No. 99001 y de control No. 2406‖.  

 

Con lo cual, siendo que el encargado de la estación de servicio SORIA no 

facilitó las labores de medición del stock del producto (combustibles) y volumen 

de agua existente en los tanques estacionarios, el funcionario de la Agencia 

Regional procedió a levantar un acta de inspección No. 99001 y de control No. 

2406.  

 

Posteriormente, se dio inicio a un procedimiento administrativo en contra de la 

estación de servicio, se dispuso la infracción del literal g del artículo 25 de la 

Resolución 004-002DIRECTORIO-ARCH-2015 publicada en el Registro Oficial 

No. 621 del 05 de noviembre de 2015, en concordancia con el numeral 5.3 de 

las disposiciones generales de la Norma Técnica NTE INEN 2251:2003 

Primera Revisión.  

 

Siguiendo la misma línea, se establece que de conformidad con lo previsto en 

el artículo 25, literal g) del ―Reglamento para la Autorización de Actividades de 

Comercialización de Derivados del petróleo o derivados del petróleo y sus 

mezclas con biocombustibles, excepto el Gas Licuado de Petróleo (GLP)‖: 

 

―Art. 25.- Obligaciones generales: Los sujetos de control, además del 

cumplimiento de las normas vigentes que les apliquen, deberán: […] 

g. Cumplir los manuales e instructivos de procedimientos y normas 

técnicas INEN e internacionales aplicables, de protección ambiental, 

transporte y seguridad industrial; así como las disposiciones emitidas 

por la ARCH‖ (ARCH, 2015, art. 25). 

 

En atención, se establece de forma genérica las obligaciones a las cuales 

están sometidos los llamados ―sujetos de control‖, especialmente en lo que 

respecta al cumplimiento de los ―manuales e instructivos de procedimientos y 

normas técnicas‖, específicamente la norma NTE INEN 2251; 2003. 
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Adicionalmente, se hace alusión al cumplimiento de las normativas técnicas 

emitidas por la ARCH. 

 

En concordancia con lo señalado en las disposiciones generales por la Norma 

Técnica INEN señalada en su numeral 5.3 que dispone: 

―Para el control de contaminación de los tanques de almacenamiento 

la autoridad competente la comercializadora y el distribuidor deben 

llevar registros del nivel del agua y sedimentos‖ (Norma técnica NTE 

INEN 2251; 2003). 

 

En este sentido, si la infracción está en el Reglamento, se pudo concluir que 

dicha infracción debía ser sancionada de conformidad con lo previsto en el 

artículo 77 de la Ley de Hidrocarburos. 

 

Del resultado del procedimiento, se emitió la sanción a la estación de servicio 

Soria, que consistió en una multa de tres remuneraciones básicas unificadas 

para los trabajadores en general, equivalente a $ 1.125,00, pagaderos al 

término de quince (15) días, multa que fue establecida sin que previamente se 

tipifique en la ley la infracción cometida. 

 

3.2 Alegatos presentados por el administrado 

 

La representación del administrado, alegó que la ―La tipificación de sanciones y 

el establecimiento de sanciones solo pueden ser impuestas por Ley‖, Asimismo 

invocó lo contenido en los artículos 76, numerales 3 y 6 y el artículo 132, 

numeral 2 de la Constitución de la República de Ecuador. Así, establece que la 

tipificación de infracciones y el establecimiento de sanciones tienen reserva de 

ley por mandato constitucional. 

 

3.3 Contexto legal del acto administrativo 
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En atención a lo previsto en el artículo 76 de la Constitución de la República de 

Ecuador, se alude al aseguramiento del derecho al debido proceso, como una 

forma de asegurar los derechos y obligaciones de las partes mediante el 

otorgamiento de ciertas garantías constitucionales. A los efectos de la presente 

38 investigación tiene cabida, la garantía prevista en el numeral 3 el citado 

artículo, según el cual se expone: 

 

―Nadie podrá ser juzgado ni sancionado por un acto u omisión que, 

al momento de cometerse, no esté tipificado en la ley como 

infracción penal, administrativa o de otra naturaleza; ni se le aplicará 

una sanción no prevista por la Constitución o la ley. Sólo se podrá 

juzgar a una persona ante un juez o autoridad competente y con 

observancia del trámite propio de cada procedimiento [cursivas 

añadidas]‖ (Constitución, 2008, art. 76). 

 

Concatenado con lo anterior, en el artículo 132 de la Constitución, se 

establecen los casos en los cuales se requiere la aprobación de una Ley para 

la regulación de temas tales como: ―2. Tipificar infracciones y establecer las 

sanciones correspondientes‖ (Constitución, 2008, art. 132). 

 

3.4 Análisis crítico del acto administrativo 

 

Con respecto a este punto de desarrollo, es pertinente partir de las 

disposiciones constitucionales que de forma expresa establecen que no podrán 

aplicarse sanciones para aquellas infracciones administrativas que no se 

encuentren tipificadas en una ley. Esta afirmación permite de forma inmediata 

concluir que todas aquellas infracciones que se encuentren previstas en 

instrumentos normativos distintos a la ley o a la propia Constitución carecen de 

validez constitucional o asidero jurídico.  
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En el presente caso, el artículo 77 de la Ley de Hidrocarburos establece que 

las infracciones y las sanciones pueden ser establecidas a través de 

reglamentos, lo cual es inconstitucional.  

 

 En tal virtud, cualquier disposición de índole reglamentaria que pretenda 

establecer la configuración de una sanción carece de contenido legal, y en 

caso de que lo estableciera se evidencia una violación a la Constitución.  

 

En este orden de ideas, conforme a los términos previstos en el acto 

administrativo bajo estudio, se evidencia claramente que la aludida infracción 

administrativa se encuentra estipulada en un instrumento reglamentario, esto 

es, en el ―Reglamento para la Autorización de Actividades de Comercialización 

de derivados del petróleo y sus mezclas con biocombustibles, excepto el Gas 

Licuado de Petróleo (GLP)‖, cuando establece las obligaciones generales a las 

cuales se encuentra sometidos los sujetos de control. 

 

 ―Cumplir los manuales e instructivos de procedimientos y normas técnicas 

INEN e internacionales aplicables, de protección ambiental, transporte y 

seguridad industrial; así como las disposiciones emitidas por la ARCH‖ (ARCH, 

2015, art. 25).  

 

En atención a lo previsto en el artículo 25, del citado Reglamento, se pude 

observar que la forma en la cual fue redactado el artículo no se desprende la 

existencia de una infracción sino la estipulación de una obligación de los 

sujetos administrados. No obstante, en el acto administrativo analizado, se 

parte de esta supuesta infracción para dar inicio al procedimiento administrativo 

sancionador que termina por imponer multas o sanciones a la estación de 

servicio Soria vinculada a la comercialización de combustibles. 

 

Ahora bien, más allá de la estructura formal de la infracción administrativa 

aludida, se debe tomar en cuenta que conforme al principio de reserva de ley, 

este tipo de infracciones administrativas solo pueden estar establecidas en un 
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dispositivo legal conforme a la potestad legislativa. Todo ello, excluye la 

posibilidad legal de basarse en un instrumento normativo de rango inferior, 

como lo es el Reglamento y las resoluciones administrativas, en cuanto a la 

imposición de infracciones administrativas.  

 

Es menester destacar que, conforme a lo previsto en la Ley de Hidrocarburos, 

se observa el establecimiento de multas por las infracciones cometidas en la 

industria hidrocarburífera.  

 

Consecuentemente, más allá de lo establecido en el acto administrativo, se 

evidencia como la propia Ley de Hidrocarburos, establece en su artículo 77, las 

sanciones en caso de incumplimiento de los Reglamentos y a la ley, pero no 

establece cuales son las infracciones para aquellas sanciones, lo cual deja en 

evidencia la existencia de una violación a lo previsto en la Constitución en 

cuanto al principio de reserva de la ley, cuando alude a la imposibilidad de 

imponer sanciones a infracciones que no se encuentren tipificadas en la ley. 

 

Continuando con lo antes expuesto, la potestad reglamentaria es un 

instrumento que permite establecer preceptos de contenido normativo, que 

regula la generalidad y el detalle de temas de importancia secundaria que 

generalmente no se encuentran previstos en la ley.  

 

Esta remisión que la ley hace al reglamento, otorga una potestad reglamentaria 

para completar conforme a ciertos criterios el desarrollo de un tema que ha sido 

abordado de forma directa, para generar un mayor alcance de su contenido y 

regulación específica, no obstante, esta potestad no puede incurrir en la 

vulneración de los derechos y garantías previstos en la Constitución..  

 

3.5 La inconstitucionalidad de la Ley de Hidrocarburos 

 

El control de la constitucionalidad está previsto en la Constitución como un 

instrumento supremo que causa efectos jurídicos plenos de forma autónoma.  
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En este sentido, las normas previstas a nivel constitucional para producir sus 

efectos jurídicos, no ameritan ningún tipo de desarrollo posterior por parte de 

poder legislativo. Dicho lo anterior, es de resaltar que los preceptos 

constitucionales son de carácter obligatorio y su trasgresión debe ser 41 

condenada por corresponderse con una acción antijurídica, (Huerta, 2003, p. 

931). 

 

En este orden de ideas, en el ámbito jurídico el control se refiere al 

―establecimiento de mecanismos tendentes a evitar el ejercicio abusivo o no 

conforme a derecho del poder, por lo que uno de sus principales objetivos es el 

control de las normas, tanto en los actos de creación como en los de su 

aplicación‖ (Huerta, 2003, p. 931).  

 

En virtud de lo anterior, es propicio abordar el tema del control de 

constitucionalidad, según el cual a nivel doctrinario se han establecido ciertos 

mecanismos de control tales como:  

―a) Control constitucional ejercido por intermedio de los órganos ordinarios de 

la administración de justicia;  

b)  Control constitucional confiado a los órganos legislativos; y,  

c) Control constitucional encargado a un órgano ad-hoc y especializado‖. 

(Colamarco, 2005, p. 1) 

 

En Ecuador el control pleno de la constitucionalidad está a cargo de la Corte 

Constitucional, no obstante, también está el caso de las facultades atribuidas a 

los jueces y tribunales, quienes tienen la potestad de suspender la aplicación 

de una norma por considerarla inconstitucional. Los jueces están obligados en 

todo momento a evitar la violación de los preceptos constitucionales. Al 

respecto Ignacio de Otto (1990) sostiene con respecto a las normas 

constitucionales lo siguiente: ―[…] gozan de una eficacia directa que además 

significa que los órganos que aplican el derecho deben tomar la Constitución 

como premisa de su decisión, tanto al aplicar, como al interpretar las normas 

constitucionales, pero principalmente al crear otras normas. La Constitución 
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además de 42 ser norma sobre normas, es una norma aplicable, es una fuente 

del derecho que regula la producción normativa, de ahí deriva la relevancia del 

control de la constitucionalidad‖. (p. 76) Ahora bien, en el caso bajo análisis, se 

observa que un artículo de una Ley contradice lo previsto en la Constitución en 

lo relativo a la reserva de ley, lo cual no implica necesariamente la 

inconstitucionalidad de la ley íntegra, sino que solo opera la 

inconstitucionalidad del artículo en cuestión que incurre en violación de las 

disposiciones contenidas en la constitución. Por ende, la concepción de la 

Constitución como la norma suprema del ámbito jurídico, debe delimitar la 

eficacia y fuerza derogatoria de cualquier normativa particular que genere 

conflictos normativos y que contradiga los preceptos constitucionales, siendo 

esto determinante para el control de la constitucionalidad. Por lo expuesto, tal 

artículo 77 de la Ley de Hidrocarburos deberá ser objeto de una acción 

inconstitucional ante la Corte Constitucional 
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4. Conclusiones 

 

La Constitución determina el ámbito de la reserva legal, en el entendido que los 

asuntos de importancia deben ser objeto de regulación por el legislador, de 

forma precisa a través de un instrumento de rango legal, mientras que la 

potestad reglamentaria está supeditada a una acción restringida y subordinada 

a la ley, debiendo existir una conciliación entre la ley y reglamento, sin que uno 

invada el ámbito de acción del otro.  

 

La ley está en la capacidad de instaurar las condiciones bajo las cuales una 

empresa debe operar, en la medida que, a través de esa herramienta legal se 

armonice su contenido fundamental guardando proporcionalidad con las 

demarcaciones que asigne la ley, que deben ajustarse a los criterios de 

proporcionalidad y razonabilidad. 

 

La decisión adoptada mediante el acto administrativo objeto de estudio, se 

configura como una medida que carece de base legal y afecta los principios 

establecidos en la Constitución de la República de Ecuador.  

 

En el presente caso se analizó el alcance legal de la posibilidad de establecer 

infracciones y sanciones administrativas vía reglamentaria, a lo que debe 

responderse de una forma negativa, ya que de conformidad con el principio de 

reserva de la ley, una norma reglamentaria no puede regular ninguna materia 

reservada de forma exclusiva a la ley formal, como lo es toda aquella relativa al 

establecimiento de infracciones y sanciones administrativas. 

 

En tal virtud, un reglamento no puede exceder los ámbitos de aplicación para 

los que fue creado, tal como el caso de establecer infracciones administrativas 

e imponer sanciones, por cuanto ello compete a la ley que regula el tema en 

cuestión, manteniéndose que su diversificación está circunspecta únicamente a 

la Asamblea Legislativa, que debe ajustarse al modo procedimental establecido 

en la Constitución.  
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En este sentido, lo recomendable sería establecer claramente los ámbitos de 

competencias de la potestad legislativa y reglamentaria, de modo que las 

disposiciones reglamentarias no invadan en ninguna medida los temas que son 

regulados por la ley, en garantía de la protección de la reserva legal, como un 

principio constitucional fundamental. En este sentido, debe existir una 

correspondencia entre lo contenido en la norma reglamentaria y los objetivos o 

proyecciones de la ley.  

 

Cabe señalar que, el legislador está en la obligación de evitar incluso la 

existencia de conjeturas que puedan ser consideradas inconstitucionales, para 

lo cual no debe incurrir en articulados normativos abiertos, que carezcan de 

delimitación y especificidad, como una forma de garantizar que el ejercicio de la 

potestad reglamentaria sea considerada legítima y que no contraríe la 

Constitución en cuanto al principio de reserva de la ley.  

 

Por último, es importante aludir que el acto administrativo cuestionado impuso 

sanciones administrativas en razón de las supuestas infracciones en las cuales 

la estación de servicio incurrió, las cuales se encontraban previstas en un 

instrumento reglamentario.En el presente caso, es el propio contenido del 

artículo 77 de la Ley de Hidrocarburos, el que remite al reglamento la potestad 

de imponer sanciones ante la comisión de infracciones previstas en los 

reglamentos de la actividad hidrocarburífera, lo cual contraría de forma expresa 

lo previsto en la Constitución de la República de Ecuador, según la cual la 

tipificación y establecimiento de infracciones debe estipularse únicamente 

mediante un instrumento legal. 
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